	Fecha
	 20 de agosto de 1964
	Sesión número
	39

	Motivo: Amparo

	Recurrente: RODRIGO SÁNCHEZ VARGAS

	Recurrido: MINISTRO DE TRANSPORTES

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que el Ministerio de Transportes le autorizó para operar una unidad tipo Station Wagon en la ruta San José-Alajuela y viceversa. Que por orden del Ministro de Transportes se revocó esa autorización.  Alega violación de los artículos 1 y 56 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que dio la orden de revocar la autorización al recurrente para operar la Station Wagon que tenía sirviendo en la ruta San José-Alajuela y viceversa, por ser lesivo a los otros empresarios que sirven en esa misma ruta con unidades del mismo tipo.  Que se trata de un permiso es provisional, que no representa derecho adquirido alguno y puede cancelarse cuando se juzgue conveniente por cualquier causa. Que el artículo 19 de la ley de Transportes Remunerado de Personas establece como término para un permiso provisional seis meses y la resolución citada por el recurrente le hace expresamente aceptar que puede revocarse en cualquier momento. Que lo que debió hacer en su oportunidad era procurar que el permiso fuera sin limitaciones o desistir de su propósito de hacer la explotación.  

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Los Magistrados Quirós, Ramírez, Calzado, Soto, Sanabria, Jugo, Trejos, Odio y Porter. De conformidad con la jurisprudencia de esta Corte, el recurso de amparo sólo procede contra las disposiciones arbitrarias de los funcionarios, y no puede estimarse como tal la que se examina del señor Ministro, pues la dictó con facultades legales y con base precisamente en la facultad estipulada en el propio permiso provisional, de que éste podía cancelarse cuando se juzgare conveniente por cualquier causa. Los Magistrados Jacobo, Jiménez, Coto, Bejarano y Fernández fundamentan su voto. 


N° 39
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas y treinta y minutos del día veinte de agosto de mil novecientos sesenta y cuatro, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Ramírez, Calzada, Jacobo, Jiménez, Coto, Bejarano, Soto, Fernández, Sanabria, Jugo, Trejos, Odio y Porter.
Artículo I
Se trajo a estudio el recurso de Amparo establecido por Rodrigo Sánchez Vargas contra el señor Ministro de Transportes, en el cual el recurrente alega: “Primero: Gestioné ante el Ministerio de Transportes la ampliación de unidades que hacen el servicio de “Station Wagon” San José-Alajuela y viceversa y una vez demostrada la necesidad de una nueva línea se me autorizó para operar una unidad tipo Station Wagon en la ruta San José-Alajuela y viceversa; Segundo: La aludida autorización salió publicada en La Gaceta del 28 de mayo próximo pasado en página 1851 y después de operar dicha Station Wagon por más de dos meses, el día cuatro de agosto en curso a eso de las doce del día, el Capitán Campos ordenó parar la citada Station Wagon que es la placa AB-29; Tercero: Al preguntar al citado Capitán Campos de quién emanaba la orden, me manifestó que de la Dirección General del Tránsito; me dirigí a la citada Dirección y el Coronel Álvaro Arias Gutiérrez, me manifestó que la orden emanaba directamente del señor Ministro de Transportes; Cuarto: Con vista de lo anterior, me dirigí al Ministerio de Transportes con el señor Guillermo Villegas Hoffmaister y preguntando sobre lo anterior el señor Ministro de Transporte don Ricardo Echandi Zürcher, nos manifestó haber sido él personalmente quien impartió la orden; Con base en lo anterior, artículos 1 y 56 de la Constitución Política y Ley de Amparo, por no haberse revocado la autorización que se me dio para operar la Station Wagon placas AB-29 en Gaceta de 28 de mayo último, interpongo ante su autoridad recurso de amparo a efecto de que se ordene la circulación de mi citada Station Wagon a la mayor brevedad posible. – El señor Guillermo Villegas Hoffmaiester podrá citarse en el periódico La República con oficinas conocidas en San José.-  Otro sí: Para comprar la Station Wagon que ahora en forma totalmente arbitraria se ordenó parar como lo dejo expuesto, invertí el ahorro de muchos años toda vez que el precio de la misma es de treinta y dos mil quinientos colones.  Siendo el suscrito una persona que depende exclusivamente de su trabajo para su manutención y la de su familia, la orden en comentario me causa un gravísimo perjuicio económico por lo que, de conformidad con lo que al respecto dispone el artículo 13 de la Ley de Amparo citada, ruego en forma muy atenta a su autoridad ordenar la inmediata suspensión de la orden en cuestión, autorizándome para seguir operando la Station Wagon placas AB-29 en la ruta San José-Alajuela y viceversa a la mayor brevedad posible. Misma fecha.”

Solicitado informe al señor Ministro, este alto funcionario lo rindió así: “El suscrito, Ministro de Transportes, en cumplimiento de lo ordenado por auto de las 14 hs. 50 minutos del 6 de agosto corriente, y su Oficio #98 de la misma fecha, me permito hacer llegar el informe requerido para que se sirva ponerlo en conocimiento de los señores Magistrados a fin de que sea declarado sin lugar el recurso de amparo interpuesto en mi contra. Efectivamente yo di la orden de parar la operación de la Station Wagon que el recurrente tenía sirviendo en la ruta San José-Alajuela y viceversa.-  Para hacerlo así, me fundamenté en la misma resolución que cita el señor Sánchez, que en su parte final dice: “Este permiso es provisional, sin que represente derecho adquirido alguno y podrá cancelarse cuando se juzgue conveniente por cualquier causa, sin que ello haga incurrir al Estado en responsabilidad alguna” y en las facultades que como Ministro de Transportes me tiene conferidas la Ley # 3155 de 5 de agosto de 1963 (creación del Ministerio) en su artículo 3º. Y el artículo 19 de la ley de Transportes Remunerado de Personas, # 1277 de 24 de abril y 1951 y sus reformas.  Si el citado artículo 19 establece como término para un permiso provisional seis meses y la resolución No. 1 citada por el recurrente le hace expresamente aceptar que puede revocarse en cualquier momento, el Sr. Sánchez aceptó tales condiciones y aplicando esa facultad ordené la paralización del servicio, por ser lesivo a los otros empresarios que sirven en esa misma ruta con unidades del mismo tipo.  Ni las leyes citadas ni la resolución indicada me obligan a un procedimiento distinto al seguido, pues mi facultad para ordenar la cancelación de la operación no queda sujeta a normas especiales y la simple comunicación verbal que hice al Sr. Director de Tránsito para que se procediera a no permitir más la operación de una situación circunstancial y condicionada, era suficiente para cumplirla.-  Desde todo punto de vista es improcedente la pretensión del Sr. Sánchez en cuanto a la aplicación del artículo 13 de la Ley de Amparo, ya que al operar la station lo hacía aceptando las condiciones de la autorización que le daba la Dirección General de Tránsito y en esa resolución expresamente se estableció que la cancelación – por cualquier causa – no producía responsabilidad alguna para el Estado.  Si el recurrente no quería abocarse a una situación así, lo que debió hacer en su oportunidad era procurar que el permiso fuera sin limitaciones – lo que resulta innegable ahora – o desistir de su propósito de hacer la explotación.  En el presente caso se trata de dos actos administrativos que están correlacionados, siendo el primero condicionado a que se mantuviera la permanencia de la explotación únicamente por el tiempo de tolerancia de operación, y el segundo, la cancelación, y la aplicación de las facultades que la ley confiere al Ministerio a mi cargo.  Es imposible aceptar que los actos de decisión que los preceptos legales asignan a un funcionario, quedan sujetos a los intereses de las personas que, para lograr el beneficio de una explotación de un servicio público, se obligan a condiciones especialísimas y luego pretenden que se les ha ocasionado un daño con aplicar las mismas cláusulas aceptadas para el logro inicial de la autorización.-  Por otra parte, resulta también improcedente el recurso por ser el acto acusado como dañoso, consecuencia de las mismas condiciones en que se fundamentó el nacimiento de la situación que permitió el aprovechamiento de una concesión, otorgada sin que El Estado recibiera beneficio alguno especial que le obligue a mantenerla y bajo la condición de una relatividad que sólo el funcionario público puede calificar.-  Por lo expuesto queda demostrado que no existe medida ni actuación alguna de este Ministerio que pudiera calificarse de arbitraria o falta de base en que sustentarse, por lo que solicito declarar sin lugar el recurso de amparo interpuesto por el señor Sánchez Vargas.- Sujetar las actuaciones públicas a las normas aplicables por determinación de la ley y de las condiciones de una situación, no pueden dar lugar a tramitaciones sumarísimas que sólo buscan obtener por una vía apurada, lo que no se puede obtener entro del ordenamiento legal.”

Previa discusión, se dispuso declarar sin lugar el recurso, con base en las siguientes razones:


Los Magistrados Quirós, Ramírez, Calzado, Soto, Sanabria, Jugo, Trejos, Odio y Porter, en que al citado Sánchez Vargas se le autorizó para operar una unidad “station Wagon” en la ruta San José-Alajuela y viceversa, con una capacidad no mayor de ocho pasajeros, estipulándose expresamente que ese permiso era provisional, que no representaba derecho adquirido alguno y que podría cancelarse cuando se juzgare conveniente por cualquier causa, sin que ello hiciera incurrir al Estado en responsabilidad alguna (autorización respectiva publicada en La Gaceta de 28 de mayo de corriente año, página 1851).  El señor Ministro canceló ese permiso por considerarlo lesivo a los otros empresarios que sirven la misma ruta con unidades de igual tipo (contestación al presente recurso).  El quejoso estima que la resolución ministerial viola en su perjuicio las disposiciones de los artículos 1o. y 56 de la Constitución Política.  El artículo primero no puede otorgar derechos en favor del recurrente, ya que se limita a establecer que “Costa Rica es una República democrática, libre e independiente”.  Tampoco existe la violación alegada del artículo 56, pues el principio de libertad de trabajo a que alude el mismo no puede ser irrestricto sino que está limitado por razones de interés público, como ocurre en el caso del transporte remunerado de personas; de ahí que el legislador haya podido dictar normas reglamentando esa clase de servicios.-  Cabe advertir que de conformidad con la jurisprudencia de esta Corte, el recurso de amparo sólo procede contra las disposiciones arbitrarias de los funcionarios, y no puede estimarse como tal la que se examina del señor Ministro, pues la dictó con facultades legales y con base precisamente en la facultad estipulada en el propio permiso provisional, de que éste podía cancelarse cuando se juzgare conveniente por cualquier causa.

Los Magistrados Jacobo, Jiménez, Coto, Bejarano y Fernández, en que: “El transporte remunerado de personas a que se refiere la Ley N. 1277 de 24 de abril de 1951, constituye propiamente una actividad de servicio público, pues se dirige a la satisfacción de un determinado tipo de necesidades colectivas, y el Estado se ha hecho cargo de él, sometiéndolo a procedimientos de derecho público, con la particularidad de que no lo presta directamente sino de un modo indirecto, por medio de un régimen de “concesiones de servicio público”.-  De manera que el acto administrativo en cuya virtud se autorizó al señor Sánchez Vargas para operar un vehículo “station wagon” en la ruta San José-Alajuela, no es más que una concesión de servicio público, que no confiere al señor Sánchez ningún otro derecho que no sea el que se deriva de esa concesión.  Ahora bien, cuando una industria o actividad se ejerce por concesión, en razón de que ella pertenece al Estado, el derecho del concesionario no surge propiamente de la libertad de trabajo o de industria sino del contrato administrativo en que se le ha atribuido o delegado la ejecución del servicio; porque cuando se habla de libertad de industria es evidente que con ella se alude al derecho que tiene todo habitante de aplicar su actividad libre y personal a un fin, más no cuando la ejercita en virtud de concesión del Estado, pues entonces ese derecho no es de él sino del Poder concedente. Por esto se dice que “no hay derecho subjetivo a presar un servicio público sino – y en virtud de contrato – a realizarlo por concesión o autorización” (Rafael Bielsa, Derecho Constitucional, página 271).  De todo lo dicho se desprende que en el presente caso no hay materia que esta Corte pueda resolver por la vía del amparo, pues aun admitiendo que el Ministerio de Transportes hubiera procedido arbitrariamente a cancelar la concesión – como lo alega el recurrente – ni aun así podría existir violación a la garantía que consagra el artículo 56 de la Constitución Política, pues el derecho del señor Sánchez no proviene de esa norma constitucional sino de la concesión otorgada, de donde se concluye que no es por medio de un recurso de amparo que el interesado podría impugnar esa decisión del Ministerio de Transportes, pues el amparo sólo se concede en los casos que determina el artículo 48, párrafo 3º., de la misma Carta Política.  Con mayor razón resulta improcedente el recurso en cuanto se apoya en el artículo primero de la Constitución, pues dicho artículo simplemente dispone que “Costa Rica es una República democrática, libre e independiente”.

El señor Presidente Magistrado Baudrit estima también que el recurso no procede, porque el artículo 1o. de la Constitución Política no consagra derecho alguno que pueda ampararse; y porque el número 56 no pude estimarse infringido en atención a que el transporte remunerado de personas es actividad regulada por ley y no libre, y la ilegalidad de la cancelación para explotar un vehículo automotor de pasajeros, de que el recurrente se queja, no puede estimarse en esta vía, como en caso similar lo declaró esta Corte en sesión de treinta y uno de julio de mil novecientos cincuenta y ocho.
